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11-306588-019 
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Médicos 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y 

las Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

 Comparece el señor Daniel Rosario González (señor 

Rosario González o el recurrente) mediante Recurso de 

Revisión Especial presentado el 4 de mayo de 2016, para 

revisar la Resolución emitida el 26 de abril de 2016 por la 

Junta de Gobierno de la Administración de Compensaciones 

por Accidentes de Automóviles (ACAA).  Mediante la Referida 

Resolución, la Junta de Gobierno confirma la Resolución de 

17 de marzo de 2016 emitida por la Directora Ejecutiva de la 

ACAA, que deniega al recurrente una solicitud de extensión 

de cubierta de servicios médicos instada por éste dentro de 

los dos años de ocurrido el accidente. 

 Por los fundamentos que exponemos a continuación 

REVOCAMOS la Resolución recurrida. 
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I. 

 El 19 de julio de 2012 el señor Rosario González sufre 

un accidente automovilístico en el que resulta con lesiones 

corporales, principalmente en el codo izquierdo, rodilla 

izquierda y espalda alta, media y baja.  A partir de entonces, 

la ACAA le ofrece al señor Rosario González los servicios 

médico-hospitalarios según fueron recomendados por los 

médicos que lo evaluaron; y le autoriza al recurrente 

tratamiento médico con un generalista, evaluación con un 

fisiatra, terapias físicas, acupuntura y sesiones con un 

psiquiatra y un psicólogo.  Al recurrente se le diagnostica 

whiplash injuries y con una incapacidad desde el 19 de julio 

de 2012 hasta 30 de octubre de ese año. (Informe de 

Evaluación y Tratamiento de la ACAA de 1 de octubre de 

2012.)  

 En diciembre de 2012 el recurrente devuelve quince (15) 

boletas de referido a terapias físicas ya vencidas, sin utilizar.  

En febrero de 2013, la ACAA expide nuevas autorizaciones y 

boletas de referido para el acupuntor, psicólogo y psiquiatra.  

Particularmente, el 15 de febrero de 2013 el señor Juan Toro 

expide boleta titulada Autorización de Servicios Médicos con 

fecha de expiración de 16 de abril de 2013.  

Mediante Evaluación Psiquiátrica de 13 de marzo de 

2013 el Psiquiatra, Evaluador de la ACAA, el Dr. Rodrigo 

Freytes, diagnostica al recurrente con Trastorno Distimico 

con Rasgos de Ansiedad; considera el caso relacionado con 

el accidente y recomienda tratamiento psiquiátrico.  En 
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octubre de 2013 el señor Rosario González devuelve las 

boletas, expiradas en abril de 2013.  

 El 16 de octubre de 2013 el recurrente cursa 

comunicación al Oficial Autorizador de la ACAA en la que 

indica que por causas ajenas a su voluntad y a sus graves 

condiciones físicas y mentales, había perdido sus citas con el 

acupunturista, la evaluación psicológica, las sesiones con el 

psiquiatra y las visitas médicas subsiguientes. Así, pues, 

solicita que se le expidieran nuevas boletas.  Con la 

referida comunicación el señor Rosario González incluye copia 

de la boleta sobre “Autorización de Servicios” (Formulario 

ACAA 200-14). 

El 18 de julio de 2014, a petición del recurrente, la 

ACAA emite Autorización de Servicios Médicos-

Hospitalarios en la que autoriza dos sesiones con un 

siquiatra y una evaluación psicológica.  El 12 y 26 de agosto 

de 2014, la Dra. María C. Expósito Casas, psicóloga de 

tratamiento de la ACAA, emite Informes de Evaluación y 

Tratamiento en los que indica que el recurrente presentaba 

síntomas de depresión, ansiedad elevada, ataques de 

pánico, dificultad para concentrarse, desesperanza e 

insomnio, entre otros (Diagnósticos 296-34/300 01 y 

296.3/300.01) y recomienda tratamiento con psicólogo, 

mantener en observación los síntomas y hospitalización 

parcial urgente para mejorar síntomas y para estabilidad 

emocional.  En dichos informes de evaluación y tratamiento 

emitidos en agosto de 2014 la Dra. María C. Expósito Casas, 

psicóloga de tratamiento de la ACAA determina que el 
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recurrente sufre de incapacidad por las causas 

diagnosticadas en esa fecha.  

El 2 de septiembre de 2014 el Comité Médico de la 

ACAA deniega al recurrente la solicitud de tratamiento 

adicional y la extensión de servicios.  Concluye el Comité 

Médico de la ACAA que el recurrente ha recibido el máximo 

beneficio del tratamiento; que han transcurrido más de dos 

años sin diagnósticos que justifiquen la extensión de 

beneficios y que para cualquier tratamiento adicional el señor 

Rosario González debía acudir a su plan médico.  El 3 de 

septiembre de 2014 la ACAA notifica al señor Rosario 

González Decisión de Denegación del Director Ejecutivo 

por Servicio Médico (Forma ACAA 300-38).  

Insatisfecho, el 4 de septiembre de 2014 el señor 

Rosario González solicita reconsideración y celebración de 

Vista ante la Directora de la Oficina Regional de la ACAA en 

Bayamón.  Allí alega que por causas ajenas a su voluntad no 

recibió tratamiento por ACAA desde diciembre de 2013 hasta 

julio de 2014; hace referencia a las dos evaluaciones de 

agosto 12 y 26 de 2014 y somete nuevo informe de su médico 

primario en el que éste recomienda extensión de servicios 

médicos para alivio de sus dolores. 

El 23 de octubre de 2014 la ACAA consulta nuevamente 

al Comité Médico y el 24 de noviembre de 2014 dicho 

organismo deniega nuevamente la consulta.  Mediante 

Resolución de 15 de enero de 2015, notificada al día 

siguiente, la Directora Regional de la ACAA confirma la 

denegatoria inicial sobre extensión de beneficios al 
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recurrente.  Fundamenta su determinación en que 

transcurrieron más de dos (2) años desde la fecha del 

accidente sin un diagnóstico que justificara la extensión de 

servicios por un término mayor de dos años, por trauma 

severo, según lo dispuesto en la Sección 5.5 de la Ley 138-

1968. 

 El 10 de febrero de 2015 el señor Rosario González 

solicita Audiencia Pública, ante la Directora Ejecutiva de la 

ACAA, la cual se celebra el 30 de abril de 2015.  El caso se 

asigna a la Oficial Examinadora, Lcda. Berta Mainardi 

Peralta. Durante la vista el recurrente explica que no 

completó el tratamiento porque carecía de transportación y 

porque no localizó las direcciones de los lugares referidos.  

Añade que en la Oficina Regional de la ACAA le informaron 

que habían transcurrido los dos años y el máximo del 

tratamiento al que tenía derecho y que a raíz de lo informado 

presenta una solicitud de extensión de servicios antes de que 

expiraran los dos (2) años.  

 Durante la Audiencia Pública, la ACAA concede término 

de cinco (5) días al recurrente para presentar prueba 

documental que estableciera la fecha en la que solicitó 

extensión de cubierta.  El 1 de mayo de 2015, el señor 

Rosario González comparece por escrito ante la Oficial 

Examinadora de la ACAA y expone que acudió a la Oficina 

Regional el 18 de julio de 2014, un día antes de que se 

cumpliera el término de dos (2) años establecido para recibir 

tratamiento en la ACAA, a solicitar la extensión de servicios.  
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 Mediante Orden de 13 de mayo de 2015 la Oficial 

Examinadora solicita a la ACAA que se expresara en torno al 

escrito del recurrente.  El 27 de mayo de 2015 la ACAA 

presenta Moción en Cumplimiento de Orden a la que aneja 

varios documentos.  Entre éstos documentos están; la 

Autorización de Servicios Médico-Hospitalarios (Forma 200-

14) de 18 de julio de 2014, que refiere al recurrente a recibir 

servicios psiquiátricos y evaluación psicológica; los Informes 

de Evaluación y Tratamiento de 12 y 26 agosto de 2014 y la 

Política Médica de Trauma Severo para casos de Cubierta 

extendida de 22 de junio de 2009.  En su comparecencia, la 

ACAA concluye que las lesiones sufridas por el recurrente no 

enmarcan dentro de las condiciones y criterios definidos en la 

Política Médica de Trauma Severo de la ACAA. 

 El 2 de junio de 2015 el recurrente presenta escrito en 

el que alega que sus lesiones constituyen trauma severo y que 

ese concepto se extiende a síndrome orgánico cerebral y 

depresión, según le fue diagnosticado por la sicóloga el 12 y 

26 de agosto de 2015.  El 9 de febrero de 2016 la Oficial 

Examinadora de la ACAA rinde su Informe y 

Recomendaciones en el que recomienda confirmar la 

resolución emitida por el Director Regional de Bayamón, que 

deniega la extensión servicios por entender que el recurrente 

no cumple con el criterio de trauma severo dispuesto en la 

Sección 5 (5)a de la Ley 138-1968. Mediante Resolución de 15 

de marzo de 2016, notificada el 17 de marzo de 2016, la 

Directora Ejecutiva de la ACAA concluye que el recurrente no 

tiene derecho a cubierta extendida en exceso de dos (2) años, 
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por lo que tras adoptar el Informe de la Oficial Examinadora, 

confirma la determinación de la Directora Regional de la 

Oficina de la ACAA en Bayamón.   

El 28 de marzo de 2016, el señor Rosario González 

presenta Apelación ante la Junta de Gobierno de la ACAA.  

Alega el recurrente que a raíz del accidente, sufre de 

depresión y desorden de pánico, diagnosticado por la Dra. 

María C. Expósito que dichas condiciones cumplen con los 

parámetros de trauma severo bajo el síndrome orgánico 

cerebral y por agravamiento de condiciones previas.  Mediante 

Resolución de 26 de abril de 2016, la Junta de Gobierno de la 

ACAA, confirma la Resolución emitida el 15 de marzo de 2016 

por la Directora Ejecutiva de la ACAA.  Esta última, a su vez 

sostuvo la Resolución de la Directora Regional de la ACAA de 

15 de enero de 2015 que deniega al recurrente la extensión de 

beneficios médicos en exceso de los dos (2) años.  

 Inconforme, el señor Rosario González recurre ante nos 

mediante el recurso de epígrafe.  En ajustada síntesis el 

recurrente sostiene que incidió la ACAA al denegar su 

solicitud de extensión de servicios, realizada antes de expirar 

el término de dos años. 

 La ACAA comparece ante nos el 1 de julio de 2016, 

mediante Oposición a Petición de Revisión de Decisión 

Administrativa.  Sostiene la agencia recurrida que el 

recurrente no tiene derecho a recibir servicios médicos 

mediante cubierta extendida, luego de expirado el término de 

cubierta básica de dos años desde la fecha del accidente, que 

establece la Ley 138-1968.  
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Examinados los escritos de las partes, la documentación 

que se acompaña y el Expediente Administrativo del caso 

ACAA Núm. -11-306588-01, estamos en posición de resolver. 

II. 

-A- 

La Sección 4.1 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2171, permite 

que se solicite al Tribunal de Apelaciones la revisión de las 

decisiones administrativas.  La revisión judicial de las 

determinaciones administrativas, tiene como propósito limitar 

la discreción de las agencias y asegurarse de que estas 

desempeñen sus funciones conforme a la ley. García Reyes v. 

Cruz Auto Corp. y Scotiabank, 173 DPR 870, 891-892 (2008). 

Sin embargo, los tribunales apelativos han de otorgar 

gran consideración y deferencia a las decisiones 

administrativas en vista de la vasta experiencia y 

conocimiento especializado de la agencia. T. Jac, Inc. v. 

Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999); Agosto 

Serrano v. F.S.E., 132 DPR, 866, 879.  El criterio rector al 

momento de pasar juicio sobre una decisión de un foro 

administrativo es la razonabilidad de la actuación de la 

agencia. Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).  La revisión 

judicial se limita a evaluar si actuó de manera arbitraria, 

ilegal o irrazonable, constituyendo sus acciones un abuso de 

discreción.  Torres v. Junta de Ingenieros, 161 DPR 696 

(2004).  Al desempeñar su función revisora, el Tribunal está 

obligado a considerar la especialización y experiencia de la 

agencia, diferenciando entre las cuestiones de interpretación 

estatutaria, área de especialidad de los tribunales, y las 
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cuestiones propias de la discreción o pericia administrativa. 

Id.  

El alcance de revisión de las determinaciones 

administrativas, se ciñe a determinar: (1) si el remedio 

concedido por la agencia fue el apropiado; (2) si las 

determinaciones de hecho de la agencia están basadas por 

evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo; 

y (3) si las conclusiones de derecho fueron las correctas.  

Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003); 3 LPRA § 

2175. 

La Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme ya citada, establece que “[l]as 

determinaciones de hechos de las decisiones de las agencias 

serán sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo”, 

considerado este en su totalidad.  3 LPRA sec. 2175.  

Además, la revisión judicial de la decisión administrativa debe 

circunscribirse a corroborar otros dos aspectos: si el remedio 

concedido por la agencia fue apropiado y si las 

conclusiones de derecho fueron correctas. Sección 4.5 de 

la LPAU, 3 LPRA sec. 2175; Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 

64, 131 (1998). 

Es decir, la intervención del tribunal revisor se limita a 

evaluar si la decisión administrativa es razonable. En caso de 

que exista más de una interpretación razonable de los 

hechos, el Tribunal debe sostener la que seleccionó la agencia 

y no sustituir su criterio por el de esta. Assoc. Ins. Agencies, 

Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 437 (1997). 
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Para impugnar la razonabilidad de la determinación o 

demostrar que la evidencia que obra en el expediente 

administrativo no es sustancial, es necesario que la parte 

recurrente señale la prueba en el récord que reduzca o 

menoscabe el peso de tal evidencia. Domínguez v. Caguas 

Expressway Motors, Inc., 148 DPR 387, 398 (1999).  En su 

gestión revisora, el tribunal apelativo debe considerar la 

evidencia presentada en su totalidad, tanto la que sostenga la 

decisión administrativa, como la que menoscabe el peso que 

la agencia le haya conferido.  Murphy Bernabé v. Tribunal 

Superior, 103 DPR 692, 699 (1975).  Lo dicho implica que las 

decisiones de las agencias administrativas tienen a su favor 

una presunción de legalidad y corrección que debe respetarse 

por los tribunales. 

Nuestra función revisora con respecto a las 

determinaciones finales de las agencias sujetas a la LPAU es, 

pues, de carácter limitado.  En armonía con la finalidad 

perseguida con la intervención judicial, solo debemos evaluar 

si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en forma tan 

irrazonable que su actuación constituye un abuso de 

discreción.  Fuertes y otros v. A.R.P.E., 134 DPR 947, 953 

(1993). 

-B- 

La Ley de Protección Social por Accidentes del Trabajo, 

Ley Núm. 138 de 26 de junio de 1968, 9 LPRA sec. 2051 et 

seq., creó la Administración de Compensaciones por 

Accidentes de Automóviles, una corporación gubernamental 

del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, cuya 
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gestión principal es el pago de beneficios a toda persona 

natural que sufra daño corporal, enfermedad o la muerte 

resultante de estas, como consecuencia del mantenimiento o 

uso por sí misma o por otra persona de un vehículo de motor. 

9 LPRA sec. 2060(1).  De igual forma, la Sección 15 de la Ley 

138 establece, entre otros poderes y funciones de la ACAA, 

los siguientes: 

[…] 

(7) Ejercer todos aquellos poderes incidentales que 
fueren necesarios o convenientes para los fines de 
realizar sus negocios o propósitos. 

 

(8) Ejercer todos aquellos poderes corporativos no 

incompatibles con los poderes y facultades expuestos 
en esa sección, que por las leyes de Puerto Rico se 
confieren a las corporaciones y ejercer a las 

corporaciones y ejercer todos esos poderes dentro y 
fuera de Puerto Rico, en la misma extensión que lo 

haría o podría hacerlo como persona natural. 

9 LPRA sec. 2063. (Sup.2012).  

 
Los poderes corporativos de la ACAA los ejerce una 

Junta de Directores que es responsable de su administración 

y de poner en vigor las disposiciones de la ley.  A esos efectos, 

la Junta debe adoptar reglas para su organización y 

funcionamiento internos; y aprobar y hacer que se 

promulguen los reglamentos necesarios para poner en vigor 

las disposiciones de la ley. 9 LPRA sec. 2060(2). 

La Ley 138-1968 dispone en sus Secciones 3 y 5.5 lo 

siguiente: 

Sección 3- Aplicabilidad; Beneficios  

Tendrá derecho a los beneficios que dispone esta Ley 

toda persona natural que sufra daño corporal, 
enfermedad o la muerte resultante de estas, como 
consecuencia del mantenimiento, uso por sí misma o 

por otra persona de un vehículo de motor como tal 
vehículo. 9 LPRA sec. 2053 
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Sección 5- Beneficios 
 

5. Servicios Médico Hospitalarios 
 

La víctima tendrá derecho a recibir los servicios 
médicos de hospital, casa de convalecencia, 
rehabilitación y medicinas que su condición 

razonablemente requiera.  En los casos de paraplejía y 
cuadriplejía y en los casos de trauma severo y/o 
fracturas múltiples con complicaciones de tal 

naturaleza que requiera atención médica prolongada, 
se podrán prestar dichos servicios por un término 

mayor de dos (2) años según disponga la Junta 
mediante reglamento. 9 LPRA sec. 2054 

 

En cuanto a lo que constituye un “trauma severo”, la 

Sección 5-a de la Ley 138-1968 dispone que son lesiones 

cuyo tratamiento y rehabilitación, a juicio de un Comité de 

Evaluación Médica creado por la ACAA, requieran un término 

mayor de dos (2) años.  Añade la Sección 5-a de la Ley 138-

1968, que “el daño debe ser de tal naturaleza que limite al 

individuo o lo imposibilite marcadamente para llevar a cabo 

una o más funciones del diario vivir, según lo determine el 

Comité de Evaluación nombrado por la Administración.” 

En relación con el reclamo del recurrente, debemos 

referirnos también a la Regla 8 (B) del Reglamento para la Ley 

de Protección Social por Accidentes de Automóviles de 1 de 

diciembre de 2004, Reglamento 6911, dispone en lo 

pertinente: 

“La víctima tendrá derecho a  recibir los servicios 

médicos, de hospitalización, casas de convalecencia, 
rehabilitación y medicinas que sean médicamente 
necesarias durante el término de dos años 

subsiguientes al accidente siempre y cuando el 
tratamiento o rehabilitación requerida sea de carácter 
activo… 

 
En los casos de trauma severo se tendrá derecho a 

tratamiento por un término mayor de dos años 
cuando exista una o más lesiones médicas 
postraumáticas con daño objetivo que limite la 

función de algún órgano o sistema.  El daño debe 
ser de tal naturaleza que limite al individuo o lo 
imposibilite marcadamente para llevar a cabo una o 
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más funciones del diario vivir, según lo determine 
el Comité de Evaluación Médica nombrado por la 

Administración.  Se incluyen aquí, también, aquellas 
condiciones que como consecuencia del trauma 

resultaren en lesiones que de no continuar su 
tratamiento causen daños incapacitantes irreversibles 
en el individuo…” (Énfasis suplido) 

 
Según el documento Revisión Política Médica de Trauma 

Severo Para Casos de Cubierta Extendida, aprobado por el 

Director Ejecutivo de la ACAA, y vigente a partir del 22 de 

junio de 2009, entre las condiciones que pueden ser 

clasificadas como Trauma Severo, para efectos de recibir 

tratamiento bajo la extensión de cubierta en exceso de dos 

años, se encuentra el Síndrome Orgánico Cerebral.  Véase 

Anejo 5 del Expediente Administrativo del Recurrente ACAA 

Núm. 11-306588-01. Entre las afecciones que pueden 

enmascarar el síndrome orgánico cerebral está la depresión. 

El propósito de la Ley Núm. 138-1968, 9 LPRA secs. 

2051-2065 es eminentemente social y persigue reducir al 

mínimo posible los efectos económicos y sociales que 

producen los accidentes de tránsito. Ortiz Morales v. A.C.A.A., 

116 DPR 387, 390 (1985).  A esos efectos, la intención fue 

crear trámites sencillos para hacer viable la reparación de 

daño correspondiente. Íd.; véase, además, Martínez v. 

A.C.A.A., 157 DPR 108, 115 (2002), citando a A.C.C.A. v. 

Tribunal Superior, 101 DPR 518, 522 (1973). 

La Sección 13 de la Ley Núm. 138, 9 LPRA sec. 2061, 

establece el proceso de adjudicar las reclamaciones y apelar 

las decisiones administrativas de la ACAA.  La parte que no 

esté conforme con una determinación del Director Ejecutivo 

puede solicitar una audiencia pública ante éste. Íd.  El 

Director Ejecutivo debe emitir una decisión con 
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determinaciones de hechos y conclusiones que se considerará 

final. Íd.  Si la parte no está satisfecha con dicha 

determinación, el estatuto establece un procedimiento de 

apelación ante la Junta de Directores de la ACCA (Junta).  Íd.  

Finalmente, la determinación que emita la Junta puede ser 

revisada por el Tribunal de Apelaciones. Íd.  El proceso 

administrativo de revisión está sujeto a la doctrina de 

agotamiento de remedios administrativos.  Véase Mun. de 

Caguas v. AT & T, 154 DPR 401, 407 (2001), citando a 

Quiñones v. A.C.A.A., 102 DPR 746, 748 (1974); A.C.C.A. v. 

Tribunal Superior, supra. 

III. 

En el caso que nos ocupa, según se desprende del 

expediente administrativo, dentro del término de dos (2) años 

de ocurrido el accidente, el 18 de julio de 2014, la ACAA 

emitió Autorización de Servicios Médico-Hospitalarios a favor 

el recurrente para evaluación psicológica (Código A-9034) y 

dos sesiones psiquiátricas (Código A-90-50). Surge de los 

documentos que obran en el expediente administrativo que el 

recurrente acudió a las citas autorizadas por la ACAA el 18 de 

julio de 2014 y que mediante Informes de 12 y 26 de agosto 

de 2014, la Dra. María C. Expósito, psicóloga de tratamiento 

de la ACAA, diagnostica al señor Rosario González con 

depresión, ansiedad elevada, ataques de pánico, dificultad 

para concentrarse, desesperanza e insomnio, entre otros 

(Diagnósticos 296-34/300 01 y 296.3/300.01), y recomienda 

tratamiento con psicólogo, mantener en observación los 

síntomas y hospitalización parcial urgente para mejorar 
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síntomas y para estabilidad emocional.  En dichos informes 

de evaluación y tratamiento emitidos en agosto de 2014, tras 

el referido de 18 de julio de 2014; la Dra. María C. Expósito, 

psicóloga de tratamiento de la ACAA determina que el 

recurrente sufre de incapacidad por las causas 

diagnosticadas en esa fecha.  

La Ley 138-1968, dispone que una vez expirado el 

término de cubierta básica de dos (2) años desde la fecha del 

accidente, como regla general, el lesionado no tiene derecho a 

recibir servicios médicos después de esa fecha, a menos que 

entre otras condiciones éste sufra trauma severo que 

justifique la extensión del servicios médicos.  En el aludido 

documento sobre Revisión de Política Médica que forma parte 

del expediente administrativo se establece además, que el 

Comité Médico de la ACAA puede definir el tiempo para 

recibir tratamiento por cualquier agravación o 

complicación relacionada con la condición original.  

Según dicho documento entre las condiciones que podrán 

requerir extensión de cubierta para tratamiento siempre y 

cuando cumplan con los mismos parámetros que se requieren 

en los casos de trauma severo está el trauma emocional. (Pág. 

2 del documento Revisión Política Médica de Trauma Severo 

Para Casos de Cubierta Extendida).  

En el presente caso si bien el término de dos (2) años 

desde la fecha del accidente se cumplió el 19 de julio de 2014, 

obra en el expediente administrativo prueba documental que 

establece que el señor Rosario González obtuvo un referido de 

la ACAA para sesiones psiquiátricas y psicológicas el 18 de 
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julio de 2014, es decir, antes de expirado el término de dos 

(2) años.  Es a raíz de dicho referido que en agosto de 2014 la 

Dra. María C. Expósito, psicóloga de tratamiento de la ACAA, 

evalúa al recurrente; le diagnostica ansiedad elevada, entre 

otras condiciones, y recomienda hospitalización urgente y 

observación continúa.  Ello demuestra que hubo agravación 

de los síntomas emocionales y de ansiedad que presentó el 

recurrente originalmente. Estos síntomas le fueron 

diagnosticados y relacionados con el accidente, en la  

Evaluación Psiquiátrica de 13 de marzo de 2013 realizada 

por el Psiquiatra, Evaluador de la ACAA, el Dr. Rodrigo 

Freytes.  Allí, el Dr. Rodrigo Freytes había diagnosticado al 

recurrente Trastorno Distimico con Rasgos de Ansiedad; 

considera el caso relacionado con el accidente y recomienda 

tratamiento psiquiátrico.   

En el caso que nos ocupa, surge de la prueba 

documental médica que obra en el expediente que el 

recurrente sufrió una agravación relacionada con la 

condición emocional original y que conforme a las 

Políticas Médicas de la ACAA se justificaron la extensión 

de servicios con prueba médica.  Llama además, nuestra 

atención que la propia agencia recurrida solicitó los servicios 

para el recurrente un (1) día antes de que se cumpliera el 

término de dos (2) años desde la ocurrencia del accidente.  

La prueba documental que obra en el expediente 

administrativo establece que el recurrente solicitó extensión 

de servicios oportunamente; que dichos servicios le fueron 

concedidos mediante referido a sesiones psiquiátricas y que a 
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su vez dichas sesiones y evaluaciones autorizadas por la 

ACAA culminaron en diagnósticos realizados por la Dra. 

María C. Expósito, psicóloga de tratamiento de la ACAA, que 

establecen el agravamiento de los síntomas originales 

diagnosticados y relacionados al accidente el Dr. Rodrigo 

Freytes.  La totalidad de la prueba que obra en el expediente 

administrativo, justifican la extensión de servicios médicos al 

señor Rosario González.  

Recordemos que nuestro criterio rector al momento de 

pasar juicio sobre la determinación de la ACAA es la 

razonabilidad de su actuación.  Es preciso destacar que al 

descartar arbitrariamente evidencia sustancial, que prueban 

estos hechos la agencia recurrida actuó de forma irrazonable 

y fuera de los parámetros discrecionales que establece 

nuestro ordenamiento.  El ejercicio de revisión judicial se 

limita a evaluar si el foro recurrido actúo de manera 

arbitraria, ilegal o irrazonable, constituyendo sus acciones un 

abuso de discreción.   

En el presente caso, la norma de deferencia a la 

determinación de la ACAA, cede ante el abuso de discreción 

de la agencia recurrida. En fin, concluimos que incidió la 

ACAA al concluir que el recurrente no presentó prueba 

suficiente que justificara la extensión de servicios médicos 

después de dos años.  Existe prueba en el récord que 

menoscaba el valor probatorio de la prueba utilizada por la 

agencia recurrida para llegar a sus conclusiones Derecho.  A 

tal extremo la decisión recurrida constituye tanto una 

actuación irrazonable como un patente error de Derecho.  
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IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, los 

cuales se hacen formar parte de esta Sentencia, 

REVOCAMOS la Resolución recurrida, que avaló la 

determinación inicial de la Directora de la Oficina Regional de 

la ACAA que deniega al recurrente su solicitud de extensión 

de beneficios médicos.  En su consecuencia, ORDENAMOS al 

Director Ejecutivo y a la Junta de Gobierno de la ACAA, el 

extender sin mayor dilación los servicios médicos solicitados 

por el recurrente y recomendados por la Dra. María C. 

Expósito Casas, psicóloga de tratamiento de la ACAA. 

 Notifíquese inmediatamente a todas las partes y al 

Lcdo. Ariel Acosta Jusino, Director Ejecutivo de la ACAA. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


